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Descentralización para la equidad

Decentralization towards equity

Darío I. Restrepo-Botero*

Abstract

The processes of decentralization in Latin America are debated between two funda-
mental forces. One claims the construction of an institutional architecture adapted 
to the expansion of the neoliberal logic; while other, the socialization of the political, 
administrative and economic power. Two countries of federal tradition, Mexico and 
Brazil and two unitary ones, Colombia and Bolivia help to illustrate the transfor-
mations realized by virtue of the processes of decentralization and to justify the need 
of a strategic package of reforms towards the social, political and territorial equity.

Keywords: decentralization, Latin America, neoliberalism, socialization of the power.

Resumen

Los procesos de descentralización en América Latina se debaten entre dos fuer-
zas fundamentales: una pretende la construcción de una arquitectura institucio-
nal adecuada a la expansión de la lógica neoliberal y, la otra, la socialización del 
poder político, administrativo y económico. Dos países de tradición federal 
–México y Brasil– y dos unitarios –Colombia y Bolivia– ayudan a ilustrar las 
transformaciones realizadas en virtud de los procesos de descentralización y a 
justificar la necesidad de un paquete estratégico de reformas hacia la equidad 
social, política y territorial.

Palabras clave: descentralización, América Latina, neoliberalismo, socialización 
del poder.
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1. Una arquitectura institucional descentralizada para la liberación 
del mercado1

Los procesos de descentralización no tienen una sola potencialidad ni un 
solo propósito político. Sus características son el resultado, en cada país, 
de la pugna entre las principales fuerzas que han intervenido en el redi-
seño del Estado en las últimas décadas. Por una parte, se reconoce la 
fuerza de los que Joseph Stiglitz llama los fundamentalistas de mercado 
(Stiglitz, 2002) y, por la otra, lo que hemos llamado, al igual que otros 
ensayistas, el surgimiento de nuevas subjetividades democráticas (Restrepo, 
2006a). Cada una ha logrado impregnar la realidad de los ajustes territo-
riales acometidos, aun cuando los resultados alcanzados no terminan por 
saldar definitivamente la correlación de fuerzas a favor del ordenamiento 
de la sociedad por el mercado, o por una nueva primacía de los intereses 
sociales mayoritarios sobre la economía, la política y el poder estatal.

En la estrategia neoliberal los procesos de descentralización impulsan 
tres dimensiones, cada una de las cuales puede mostrar avances, pero 
también limitaciones, e incluso efectos contraproducentes para el ajuste 
del Estado por el mercado. En el terreno económico, se ambiciona dis-
minuir la intervención del Estado en la economía, el gasto público y el 
profuso número y poder de la burocracia (Wiesner, 1992). Para lograrlos, 
se debe acometer un ejercicio contable mediante el cual la parte del pre-
supuesto nacional que se gira a las entidades territoriales debe ser menor, 
o al menos igual, a la empleada por el nivel central de gobierno para los 
asuntos que se descentralizan. La descentralización como suma cero se 
considera exitosa si los giros se acompañan de la tercerización o subcon-
tratación de las funciones públicas con el sector privado y, para asuntos 
de poca complejidad, con organizaciones sociales y solidarias (Burki et 
al., 1999; bm, 2001). De esta manera se ejecuta política pública con 
menos funcionaros públicos, al tiempo que se estimula la creación de 
empresas privadas. También se abaratan los costos de las acciones estata-
les que se trasladan de manera solidaria a las comunidades beneficiadas 
por la intervención descentralizada (bm, 1993). Veinte años de experien-
cias descentralizadoras muestran un aumento del tamaño del Estado, del 
gasto y de la burocracia estatal, tanto en los ámbitos territoriales como en 

1 La primera versión de las ideas aquí consignadas fueron desarrolladas originalmente en el 
primer semestre del año 2008, en el marco de una asesoría a la asamblea constituyente de la Repú-
blica del Ecuador, con el apoyo del Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales (ildis) de 
la fundación Friedrich Ebert en el Ecuador. Después este documento se redactó para el IV Foro Euro 
Latino Americano Caribeño de Sociedad Civil, con el apoyo del Centro Peruano de Estudios Socia-
les (Cepes) y por solicitud del Grupo Propuesta Ciudadana del Perú. Agradezco los comentarios de 
Enrique Daza, los cuales, sin comprometer sus apreciaciones sobre la materia, mejoraron el texto en 
claridad y precisión.
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el central. Ante la transferencia de recursos y funciones a los gobiernos 
locales, la clase política y la burocracia nacional se resisten a ceder poder. 
Por ello defienden competencias y recursos que les permiten seguir inter-
viniendo en aquellos asuntos descentralizados que debieran haber cedido 
definitivamente (Castro, 2002). Sin embargo, la estrategia pro mercado 
se ha servido de la descentralización para avanzar mucho en la subcon-
tratación, en la generación de empresas y en la socialización de los costos 
de las acciones estatales (Carrión, 2003). 

Siguiendo con la dimensión económica, importa señalar que la des-
centralización es una estrategia para realizar rápidos y legítimos procesos 
de privatización de empresas estatales territoriales, así como para el alza 
de tarifas e impuestos. Al transferir funciones con recursos insuficientes 
para atender los costos de tales competencias y responder a la acrecenta-
da presión social sobre la administración local, los mandatarios, de cual-
quier filiación política, deben subir tarifas e impuestos, y cuando éstos no 
alcanzan, endeudarse y privatizar las empresas (Restrepo, 2001). En todos 
estos terrenos el neoliberalismo puede mostrar resultados, aunque en más 
de un país el endeudamiento territorial ha sido de tal magnitud que 
compromete la cartera del sector financiero privado y presiona giros su-
plementarios del nivel central, lo cual afecta el equilibrio macroeconómi-
co nacional. Es decir, el efecto contrario a lo que se buscaba (Aghón y 
Edling, 1997; gráficas i y ii).

En síntesis, la descentralización es parte de las políticas anticrisis en la 
medida en que provoca un aumento de las inversiones en infraestructura 
y servicios, estimula la creación de empresas privadas y sociales, asegura 
un aumento del crédito público y privado a las entidades territoriales, e 
incide en los niveles del empleo (Harvey, 2007). 

En la dimensión social, la descentralización de las empresas y servicios 
estatales es un mecanismo eficaz para quebrar la unidad y la fortaleza 
nacional de los sindicatos de trabajadores del sector público. La localiza-
ción de los conflictos sociales es un efecto nada despreciable que debiera 
resultar de la responsabilidad local en asuntos muy sensibles en la calidad 
de vida de la población. Lo uno y lo otro son activos que puede reclamar 
el neoliberalismo en América Latina; sin embargo, los conflictos sociales 
no cesan de rebasar su frontera local, aunque el sindicalismo no logra 
reponer la fuerza que antaño acumuló de la mano de las grandes empre-
sas estatales de carácter nacional. 

Dos grandes propósitos sobresalen en la dimensión política, la despo-
litización y la fragmentación (Bauman, 1998). Es necesario hacer de la 
pugna por el poder una confrontación gerencial, convertir la administración 
local misma en un conglomerado de empresas que compiten, sin favori-
tismo y monopolio en la recepción y manejo de los subsidios, con otras 
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México: pasó de 3.48 en 1990 a 9.64% en 2008. Fuente: inegi, Estadísticas públicas estatales y 
municipales.
Bolivia: pasó de 0.01 en 1990 a 9.10% en 2008. Fuentes: Federación de Asociaciones Municipales 
de Bolivia (fam), Características fiscales y financieras del proceso de descentralización en Bolivia 
1994-2008, fmi.
Colombia: pasó de 2.38 en 1990 a 4.94% en 2007. Fuente: Dirección de Desarrollo Territorial 
(dnp-ddt).
Brasil: pasó de 1.84 en 1989 a 4.27% en 2008. Fuente: Banco Central de Brasil, Transferencias a 
estados y municipios.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica i 
Transferencias a entidades territoriales, 1990-2008

 (porcentaje pib)

Gráfica ii

Comportamiento de la deuda territorial, 1990-2008
(porcentaje de crecimiento respecto al año inicial)

Colombia: en 1991 la deuda territorial creció 12.3% respecto a 1990, y respecto a este mismo año, 
en 2009 había crecido 109%. Fuentes: Ministerio de Hacienda, Banco de la República.
México: en 1990 la deuda territorial decreció 11.7% respecto a 1989, y respecto a este mismo año, 
en 2007 había crecido 48.5%. Fuente: inegi, Estadísticas de finanzas públicas estatales y municipales.
Brasil: en 1991 la deuda territorial decreció 1.5% respecto a 1990, y respecto a este mismo año, 
en 2008 había crecido 28.7%. Fuente: Banco central de Brasil, ipeadata, deuda total estados y 
municipios.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.
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empresas privadas, en el terreno de la producción y prestación de servicios. 
Separar la política de la administración, la cual debe manejarse como 
cualquier empresa competitiva, significa reducir el margen de acción de la 
política a debates sobre dicotomías morales, como la corrupción, el clien-
telismo, asuntos de policía y buenas prácticas ciudadanas (Restrepo, 2001). 

Continuando en el frente político, si se promueve la responsabilidad 
de cada ciudadano con los desempeños de sus mandatarios y gerentes, se 
construye un poder local consecuente con las realidades de los mercados. 
Es decir, lograr que a cada mercado local le corresponda un conglomera-
do poblacional con responsabilidades en la elección, coadministración y 
control de la red de administradores de empresas públicas. De esta ma-
nera se desincentivan las confrontaciones ideológicas sobre la administra-
ción, en cambio se estimulan las contiendas gerenciales por resultados de 
eficiencia y calidad de las unidades prestadoras de servicios (Jessop, 1993). 
Cada administrador responde por su empresa y cada mandatario por el 
ambiente general de la red de empresas y servicios, con el fin de aumen-
tar la competitividad del territorio en el mercado. Se obtiene así una 
fragmentación de la política en cada unidad territorial. Tampoco habría 
incentivo a la agremiación partidista ideológica en una escala superior, 
diferente a la de asociaciones de carácter administrativo y de planeación. 
En otras palabras: construir en cada escala de mercado agremiaciones 
adecuadas de administración flexible que ejerzan la terciarización. 

No existe duda sobre el avance acometido en la dislocación de las 
agremiaciones políticas supralocales y la profundidad del fenómeno de la 
personificación de la política: hay más personalidades que partidos polí-
ticos y más desempeños de gerencias individuales que comprobación de 
programas políticos (Eaton, 2004). Las entidades territoriales caen, una 
a una, en la lucha por la atracción de inversiones públicas y privadas, 
nacionales y externas, para hacer territorios competitivos, para que así 
compitan los unos contra los otros, los centrales contra los vecinos, en 
crear las mejores condiciones para acunar al capital (Rincón et al., 2005). 

Esto ha provocado que la gran política y la lucha por asumir las orien-
taciones que definen los modelos generales de crecimiento y distribución, 
el reparto de cargas y beneficios en la sociedad y las alianzas internacio-
nales, haya vuelto, una vez más, a mirar hacia la nación. Veinte años de 
descentralización han servido para revivir el interés por la gran política y 
la ideología; además, la certeza de que éstas se juegan en lo fundamental 
mediante la construcción de proyectos mayoritarios en el ámbito nacional. 
Éste no se puede reconocer como un triunfo del ajuste neoliberal, pero 
sí un resultado de él (Restrepo, 2006b).

Es frecuente que en las confrontaciones políticas y sociales la dimen-
sión más estratégica no sea de orden material sino cultural, dicho de 
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manera más precisa, de cultura política (Melucci, 1999). Para imponer 
el fundamentalismo de mercado se traspasa la propiedad colectiva, bajo su 
forma estatal, masivamente a las redes empresariales trasnacionales, y lo 
que queda de la administración pública se somete a la lógica del mercado, 
sobre todo mediante la aplicación del principio de libre competencia entre 
empresas de cualquier naturaleza jurídica. Así queda reunida la condición 
material para incentivar la cultura del sálvese quien pueda y tenga los medios 
para ello. Las ciudades poderosas de cada país se tragan sus áreas próximas 
de influencia y las ponen a orbitar alrededor de sus necesidades, como 
descongestionar los dormitorios, proveer recursos naturales y alimentos, 
recibir desechos, dotar de almacenes y relocalizar actividades industriales 
contaminantes. 

Este comportamiento de mezquino agujero negro se distancia de los 
principios de solidaridad, sin duda imperfectos, que construyeron los 
Estados nacionales durante el siglo xx (Ocampo, 2002). No sorprende 
que las élites políticas de las grandes ciudades se quejen de aportar la 
mayor cantidad de recursos tributarios al presupuesto general para que se 
distribuya a otras zonas, caracterizadas por sus incapacidades emprende-
doras, subdesarrollo institucional y pereza fiscal. La justicia de mercado 
es contraria al principio de redistribución, a cambio del cual levanta a 
aquél de la retribución: la lógica es premiar al ganador en un mundo 
donde impera la competencia. Tales voces se oyen desde Bogotá, pasan 
por Guayaquil y Quito y aturden en Santa Cruz de la Sierra. Cada cual 
debe recibir en proporción directa a su capacidad y no en relación con 
sus necesidades. Para asegurar este principio de justicia nada mejor que 
un radical estatuto de autonomía tributaria, entendido como el quiebre 
de las finanzas nacionales y la concentración de los medios económicos 
de las grandes urbes en manos privadas (Molina, 2008). Los otros terri-
torios son zonas reservadas para continuar el colonialismo interno, es 
decir, la succión de sus recursos naturales, agropecuarios, mineros, de 
hidrocarburos, el agua y los bosques. 

¡Abajo el Estado paternalista, viva la ideología de la responsabilidad 
de cada uno ante lo suyo! Superada debe quedar la larga época en que a 
cada necesidad de gran sensibilidad social debiera seguirle su conversión 
en derecho político ciudadano y obligación estatal. Ahora asistimos al 
reino de la solidaridad de mercado. Toda proclama y reivindicación debe 
abandonar la pugna propia de comportamientos inmaduros y antisocia-
les, contrarios a los derechos humanos, a los derechos de los otros. A 
cambio, las necesidades y derechos deben convertirse en proyectos, pro-
movidos por empresas sociales, que compitan por hacerse de los contratos 
de las bolsas estatales, privadas y de la filantropía internacional (Cortés et 
al., 2002). Las protestas deben mutar en proyectos, las reivindicaciones 
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en contratos, la pugna en sociedad mercantil, las organizaciones popula-
res en empresas sociales, la política en gestión y el Estado en mercado. 

La descentralización en la cosmogonía neoliberal no es entonces una 
dádiva a los movimientos sociales y a los reformistas demócratas, tampo-
co ocupa un lugar marginal en su acervo programático; por el contario, 
la descentralización hace parte de las reformas espaciales impulsadas por 
el neoliberalismo con la pretensión de reestructurar el conjunto de las 
relaciones económicas, políticas, sociales e ideológicas (Moncayo, 1990; 
Pradilla, 2010).

2. Descentralizar para socializar el poder

La lucha contra los regímenes autoritarios latinoamericanos durante los 
años setenta y ochenta derrumbó las hegemonías militares y desprestigió 
las democracias restringidas del continente, como la colombiana y la 
mexicana. Lo que no se observó al comienzo fue la enorme ola de subje-
tividades políticas que coincidieron en el repudio a la estrechez de los 
sistemas representativos. No se trató exclusivamente de aspirar a un re-
torno de las formas y prácticas de la democracia liberal clásica: pluripar-
tidismo, separación de poderes, derechos de oposición; sino también de 
rebasar los limitados márgenes de los sistemas representativos en los Es-
tados centralizados liberales. Los reclamos de descentralización política y 
de participación ciudadana y comunitaria en los más diversos asuntos 
públicos surgieron con fuerza inusitada. El reconocimiento de los derechos 
de representación política a las fuerzas sociales marginadas de siempre: 
asalariados, campesinos, viviendistas; se combinó con la pugna por la 
representación de nuevos sectores urbanos, cívicos y de mujeres, princi-
palmente (Cortés et al., 2002). La realidad política latinoamericana es 
hoy, veinte años después, tributaria de esa fuerza emergente que todavía 
no cesa de irrumpir en la escena, reclamando más cantidad, capacidad y 
calidad de su representación política. 

Un líder obrero llegó a la presidencia en Brasil; después de 500 años 
el primer presidente indígena de América gobierna Bolivia; un militar 
nacionalista está a la cabeza de una potencia petrolera caribeña, la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela; un académico ligado a las organizaciones 
no gubernamentales gobierna el Ecuador y un ex obispo progresista recién 
llega a ocupar la silla de primer mandatario en Paraguay. Obreros, indí-
genas, campesinos, religiosos, socialistas, nacionalistas… América Latina 
está irreconocible. El recuento sería muy extenso si la mirada se posara 
en los cargos en los niveles intermedios y locales. La apertura de los sis-
temas políticos a la representación de las fuerzas marginadas y cuyos 
anhelos fueron postergados, cuando no reprimidos, en las décadas de los 
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sesenta, setenta y ochenta, es un hecho palpable. Más allá de la gran re-
presentación, se encuentra un número exponencialmente mayor de ciu-
dadanos, comunidades, sectores y organizaciones sociales que empujan 
las puertas de las burocracias e invaden a través de espacios estatales antes 
reservados al monopolio de políticos y funcionarios profesionales. La 
paradoja de tal apertura política es la tentación del caudillismo, el mesia-
nismo y el autoritarismo popular por arriba y por abajo, la fragmentación 
social mediante una miríada de microgestiones forjadas desde las múltiples 
expresiones de un cierto individualismo comunitario (Restrepo, 2006b).

Más allá de la dupla dicotómica: estatismo-colectivismo o liberalismo-
individualismo, las nuevas prácticas políticas batallan por introducir un 
nuevo paradigma: la socialización del poder. No se trata sólo de la elección 
popular de alcaldes y gobernadores, sino de la construcción de mandatos 
populares durante la campaña electoral; no es suficiente conocer las in-
tenciones de los gobernantes, ahora muchos aspiran a definir planes y 
presupuestos participativos; además del derecho a la alternancia partidis-
ta una vez concluido el periodo de gobierno, se reclama la posibilidad de 
revocatoria de los mandatos por incumplimiento de los programas de 
gobierno; es creciente la exigencia de gestiones honestas, para cuya garan-
tía se presionan rendiciones públicas de cuentas de la administración y el 
Poder Ejecutivo; se aspira a incrementos en la calidad y eficiencia de la 
administración y los servicios públicos, para cuyo fin la participación 
ciudadana y comunitaria en las instancias y programas públicos tiene una 
importancia definitiva. 

¿Cuál es la relación entre prácticas participativas y ordenamiento es-
pacial del Estado? En teoría no existe una relación unívoca. Un régimen 
centralista puede fomentar masivos ejercicios de participación o negarlos; 
así como una estructura descentralizada, y los gobiernos locales pueden 
asentarse con base en prácticas paternalistas y autoritarias, o ser el resul-
tado vivo de un empoderamiento ciudadano sobre la administración 
pública (Toranzo, 1999). Sin embargo, en la América Latina de los años 
ochenta, noventa y todavía a principios del siglo xxi, movimientos socia-
les –en particular los étnicos, de base rural y cívica– identifican la cons-
trucción de su poder con la participación social en formas descentraliza-
das de gobierno (Fals, 2000). La reivindicación de autonomía territorial 
no se vive como reclamo de autismo y segregación, sino como apropiación 
a escala local del poder político, administrativo y económico. Sabido es 
que la exigencia de autonomía territorial no es patrimonio de una exclu-
siva intención estratégica. Por el contrario, está en las entrañas mismas de 
la lógica de la competencia de las regiones ganadoras contra las perdedo-
ras, del sector privado transnacionalizado contra las cargas del Estado-
nación, del colonialismo interno, y de la versión contemporánea del de-
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sarrollo desigual y combinado del capitalismo de enclave. Por lo anterior 
valen dos advertencias: la primera invita a romper la relación unívoca 
entre las exigencias de descentralización con la democracia y el desarrollo 
equitativo entre regiones internas; y la segunda asegura la absoluta nece-
sidad de la dimensión nacional e internacional en la profundización de 
prácticas y sistemas democráticos, incluso de los locales (Castagna et al., 
2002).

La socialización del poder político y de la administración se extiende 
también hacia un reclamo por socializar el bienestar y el poder económi-
co. En el ideario de los movimientos populares de las últimas décadas en 
América Latina se encuentra la lucha por el acceso a bienes esenciales, 
como salud, educación, agua potable, transporte, vivienda digna, servicios 
públicos y justicia (Seoane et al., 2006). 

Estas exigencias contradicen el natural destino de las inversiones que 
proclama el neoliberalismo para los bastiones geográficos y sociales gana-
dores del desarrollo (Restrepo, 2003). Contrariedad mayor generan los 
movimientos sociales y las fuerzas políticas que obligan la relocalización 
irracional de inversiones para apoyar mercados, regiones y poblados de-
primidos. La descentralización del modelo de desarrollo contradice el 
carácter de enclave del Estado y del desarrollo. Una advertencia, no se 
trata de una mera reivindicación de inversiones en los territorios subde-
sarrollados, debido a que éstas pueden tener la intención exclusiva de 
extraer los recursos naturales, energéticos y medioambientales de las re-
giones. La creación de sistemas económicos locales supone la retención 
territorial del excedente, es decir, algo totalmente contrario a la doctrina 
del liberalismo económico que se opone a toda regulación que cohíba la 
plena libertad de movilidad espacial del capital (Benko y Lipietz, 1994). 

Sin embargo, el alcance de los procesos de descentralización se limita 
a la política social y los asuntos de infraestructura, turismo y agropecua-
rios de baja complejidad. Todavía no se logran desconcentrar los factores 
decisivos del crecimiento y la redistribución económica: propiedad, in-
dustrialización, gran infraestructura, ciencia y tecnología, crédito y tribu-
tación, principalmente (Misas et al., 2005). Las brechas en los índices de 
desarrollo entre entidades territoriales se han profundizado desde la dé-
cada de los setenta (Ocampo, 2002). Más aún, a pesar de una difusión 
de los sistemas políticos, del gasto público y de la presencia estatal en los 
territorios –de la mano de la descentralización–, el poder económico y 
político, privado y estatal, todavía sigue muy concentrado social y terri-
torialmente (Restrepo, 2007b).
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3. Finanzas territoriales y equidad

Dos fuerzas antagónicas se disputan la redefinición del ordenamiento 
territorial de los Estados en América Latina. No se trata de una confron-
tación entre centralistas y descentralistas, sino de una pugna por la pri-
macía social y política en cualquiera de las prioridades de organización 
espacial del Estado (Restrepo, 2001). Aquí hemos sustentado como signo 
de distinción de la fisura estratégica la primacía por la privatización o la 
socialización del Estado, las rentas públicas y la lógica política. En lo que 
queda invitamos a considerar una serie de propuestas a la descentralización 
ordenadas a partir de la lucha por la equidad y la socialización del poder. 
Este esfuerzo tiene sentido únicamente si la izquierda democrática en 
América Latina considera que el ordenamiento espacial interno permite 
obtener fines mayores en la construcción de la equidad, el bienestar y la 
democracia (Montañés, 2001). Si por el contrario, la amenaza de la glo-
balización neoliberal recomienda, bajo ciertas condiciones, limitar la 
autonomía de los espacios territoriales y fortalecer el eje del poder central, 
entonces lo que sigue carece de pertinencia o, al menos, de actualidad o 
urgencia. La apuesta de este trabajo es ilustrar los márgenes de ganancia 
que cierto manejo de la lógica espacial podría aportar a la construcción 
del poder interno, el cual debe, a toda luces, complementarse con un 
acuerdo mayoritario sobre las prioridades políticas nacionales y con la 
construcción de alianzas internacionales, en particular apretar el paso de 
la integración económica, institucional y monetaria de América Latina. 
¿Qué tiene que ver la integración con la descentralización? A nuestro 
entender, mucho (Torres et al., 2005). Pero explicar esta relación excede 
el propósito de este ensayo. Nos limitamos a señalar que son las dos 
principales dimensiones de transformación espacial de los Estados nacio-
nales. En este contexto, advertir que una integración carente de un pro-
pósito explícito de apoyar el desarrollo de las regiones más marginadas en 
cada país puede aumentar aún más la concentración del desarrollo. Así, 
se acrecentarían las diferencias en los niveles de bienestar y, por tanto, se 
ensancharían las inequidades internas. La otra amenaza a considerar es la 
intensificación de procesos de descentralización carentes de un marco 
mayor de integración supraestatal. Tal situación puede conducir a frágiles 
unidades administrativas territoriales a negociar en condiciones muy 
precarias con el mercado mundial. Al final, se debilitarían los mecanismos 
de solidaridad interna de las naciones, se comprometería la estabilidad de 
los sistemas estatales y se podría caer en una guerra fiscal entre entidades 
territoriales (Carreras et al., 2005). 

Hechas estas advertencias, pasemos entonces a las propuestas. No deja 
de sorprender que el pensamiento crítico latinoamericano se entretenga 
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en la discusión sobre los usos que se dan a la distribución territorial de 
los recursos de los presupuestos nacionales, buscando con ello rivalizar o, 
al menos, volver compatible la prelación por la eficiencia, con aquella por 
la equidad. Así, olvida trabajar los dos lados de la ecuación de toda dis-
cusión sobre equidad en el gasto público: quienes aportan a la financiación 
del Estado y quienes se benefician del gasto público. En los dos lados de 
la ecuación debe imperar un claro criterio de equidad, so pena de correr 
grandes riesgos contra la justicia social o, por lo menos, desperdiciar una 
gran oportunidad para hacer de los giros un instrumento claro de redis-
tribución de recursos en la sociedad. Cualquiera que sea el origen de los 
recursos y los criterios de asignación del gasto, siempre nos toparemos 
con consecuencias más o menos claras o indirectas con la equidad.

Si, por ejemplo, los recursos provienen en lo fundamental del crédito 
externo, se evita la financiación por la vía del presupuesto regular del 
Estado y, con ello, la discusión sobre la proporción de los aportes de di-
ferentes grupos sociales y actividades económicas. Además, la sostenibi-
lidad del gasto descentralizado se encontraría fácilmente comprometida. 
Inscribir los giros como porcentaje –fijo, creciente o condicionado– del 
presupuesto nacional le otorga diferentes niveles de certeza al gasto pú-
blico descentralizado, pero no resuelve la duda sobre la contribución de 
la financiación a la justicia redistributiva. En la mayoría de los casos se 
giran porcentajes del presupuesto general, o del gasto público social o de 
una bolsa específica de impuestos. Sin embargo, poca claridad existe sobre 
el esfuerzo social relativo en la constitución de esas fuentes. Si nos atene-
mos a la tendencia general de la tributación en la región, con ciertas y 
notorias excepciones, los impuestos más dinámicos son aquellos que re-
presentan una carga mayor a las clases bajas y medias de la población, 
respecto de los ingresos relativos de los diferentes niveles sociales. Es decir, 
los impuestos indirectos y el trabajo formal retiran de los sectores popu-
lares y medios porcentajes mayores del total de ingresos de esta población. 
En cambio, los impuestos directos a la riqueza y la propiedad  representan 
porcentajes menores respecto de los recursos totales de las clases altas. Así 
las cosas, los recursos cedidos de la nación a las entidades territoriales 
podrían estar viniendo, indirectamente, de la base de la pirámide social… 
con destino a financiar la política social de esas mismas clases. En este 
caso se trataría, cuando más, de una redistribución intraclase.

Para lograr una relación más clara entre la financiación de las políticas 
territoriales y la equidad, se propone crear un sistema que relacione el 
origen del ingreso con el destino del gasto, por ejemplo, de la siguiente 
forma. Por el lado de los ingresos, mediante un porcentaje directamente 
proporcional al producto interno bruto per cápita de los niveles territo-
riales intermedios y las grandes ciudades, otro porcentaje del impuesto a 
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la riqueza y, otro tanto, de los tributos y tasas al consumo, finalmente, un 
monto fijo por entidad territorial. De esta manera las entidades territo-
riales de mayor desarrollo, las clases sociales más pudientes, los más asiduos 
consumidores y cada entidad territorial contribuirían de manera propor-
cional a su riqueza. Por el lado del gasto, se aplicaría el criterio inverso: 
se recibiría una mayor porción de la bolsa a menor producto interno 
bruto territorial, mayor cantidad de pobreza total y relativa, más precario 
desarrollo institucional relativo y menor capacidad fiscal (gráfica iii). Una 
advertencia: la experiencia de los últimos años enseña que privilegiar con 
mayor gasto público situaciones de precariedad puede convertirse en un 
estímulo perverso a no superar la pobreza y el subdesarrollo (Nueva So-
ciedad, 2008). Por tanto, es prudente introducir un criterio de eficiencia 
precisamente a los giros: de eficiencia en la reducción de las precariedades. 
Por ejemplo, las mejorías en el esfuerzo fiscal relativo, las disminuciones 
en los niveles de pobreza y la reducción de brechas de inequidad deberían 
ser entusiastamente premiadas. 

4. El presupuesto nacional y la equidad en la financiación 
territorial

Muchos de los movimientos sociales periféricos pugnan por una descen-
tralización del gasto público (Seoane et al., 2006). Por ello los sectores 
progresistas asocian la descentralización con una mejor distribución te-
rritorial y social del gasto público, es decir, con la equidad. Esta pugna 
nos advierte sobre la necesidad de volver la mirada a la distribución ge-
neral de los recursos presupuestales de un país. El presupuesto es quizás 
el arma más poderosa para impulsar la integración de las economías, el 
desarrollo más equilibrado entre las regiones y la redistribución social de 
oportunidades y riquezas producidas. O podría llegar a serlo. Además de 
contener una parte general sobre el gasto asignado a instituciones y fun-
ciones netamente centrales, los presupuestos nacionales debieran organi-
zarse de manera espacial; es decir, ser absolutamente claros en señalar el 
destino territorial de los gastos que hoy aparecen como si fueran genera-
les y sectoriales, omitiendo indicar las entidades territoriales receptoras 
de dichas erogaciones. No se pretende someter el presupuesto nacional, 
ni ningún otro, a un mero principio de igualdad: todos reciben igual 
cantidad de recursos, servicios, atenciones, reconocimientos o apoyos. La 
propuesta no es acercarse al igualitarismo, sino a la equidad. Una formu-
lación adecuada de equidad podría ser: Cada uno aporta en proporción a 
sus capacidades y recibe en relación con sus necesidades y el esfuerzo relativo 
que realice. La ventaja de la organización territorial del presupuesto na-
cional es la obligación de un debate sobre los criterios de asignación de 



805Economía, Sociedad y Territorio, vol. xii, núm. 40, 2012, 793-821

los recursos: el desarrollo relativo, la pobreza, las necesidades de infraes-
tructura, el estímulo a sistemas económicos territoriales, la generación de 
conocimiento, ciencia y tecnología apropiada, la conservación producti-
va del medio ambiente, el agua y los bosques, e inversiones en vivienda, 
educación y salud. 

5. Una sola bolsa para la financiación de planes territoriales de 
desarrollo

También ganaría claridad el debate público si se conforma una sola con-
tabilidad con el conjunto de mecanismos de financiación de las políticas 
territoriales; muchos de los cuales obedecen a lógicas de asignación dife-
rentes y, en conjunto, no cumplen un criterio de redistribución equitativa 
de oportunidades entre los territorios de la nación. Unos son los criterios 
de giros obligados por las constituciones y las leyes a los gobiernos locales, 
los cuales cubren a todas las entidades territoriales y se ordenan a partir de 
reglas de cálculo sabidas. Otros son aquellos que poseen un carácter cir-
cunstancial a cargo del crédito externo y dependientes de las presidencias 

Bolivia: tres de nueve departamentos, La Paz, Santa Cruz y Cochabamba, pasaron de concentrar 
71.4% del pib en 1990 a 69.6% en 2007. Fuente: Instituto Nacional de Estadística.
Brasil: cinco de 27 unidades federativas, São Paulo, Río de Janeiro, Minas Gerãis, Rio Grande do 
Sul y Paraná, pasaron de concentrar 69.3% del pib en 1990 a 66.8% en 2007. Fuente: ibge, Depar-
tamento de Cuentas Nacionales.
Colombia: el distrito capital y cinco de 32 departamentos, Bogotá D.C., Antioquia, Valle, Cundi-
namarca, Santander y Atlántico, pasaron de concentrar 63.8% del pib en 1990 a 64.7% en 2005. 
Fuente: dane, cuentas regionales.
México: ocho de 32 entidades fedetarivas, Distrito Federal, Estado de México, Jalisco, Nuevo León, 
Veracruz, Guanajuato, Puebla y Chihuahua, pasaron de concentrar 62.2% del pib en 1993 a 60.7% 
en 2006. Fuente: inegi, Sistema de Cuentas Nacionales.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica iii

Concentración geográfica del pib, 1990-2007 
(territorios principales)
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de las repúblicas, los cuales privilegian a grupos de población y territorios 
específicos. Un tercer paquete de recursos se genera a partir de los recono-
cimientos que varios países hacen a las entidades territoriales por la explo-
tación de recursos no renovables, los cuales premian con asignaciones los 
lugares donde el azar situó el bien natural. Finalmente, también existen 
importantes gastos a cargo de los diferentes sectores administrativos y 
económicos, los cuales son sensibles a las relaciones políticas establecidas 
entre los líderes locales y las mayorías políticas nacionales.

El presupuesto nacional debiera ser instrumento para el desarrollo más 
equitativo entre las regiones. Para que así sea, es deseable que los giros se 
subordinen a planes de desarrollo territoriales, que hayan cursado obli-
gatoriamente un intenso proceso de participación y concertación local en 
las prioridades del desarrollo. Hacia el mismo fin abogan fondos de com-
pensación interregionales que, a la vez que compensen diferenciales en 
niveles y capacidades de desarrollo, se especialicen en el emprendimiento 
de proyectos de integración regional.

Pero quizás el reto más grande sea lograr que el presupuesto nacional 
tenga un verdadero carácter nacional, es decir, que la matriz central de su 
formulación sea la preocupación por la distribución de oportunidades de 
desarrollo en todas las regiones y, en consecuencia, el apoyo a las prela-
ciones locales de desarrollo (dnp, 2003). Si así fuera, se convertiría en un 
poderoso  instrumento de integración nacional y de equidad, en lugar de 
ser como hasta ahora de manera predominante: la organización de la 
hegemonía de sectores económicos y territoriales dominantes. El proceso 
de ejecución del presupuesto podría combinar cuatro principios: prime-
ro, el acuerdo sobre las prioridades nacionales, estado de conciencia al 
cual se llega como resultado de una amplia participación de representan-
tes de todos los territorios en su discusión y aprobación; segundo, la 
concurrencia obligatoria de todos los niveles de gobierno en la implemen-
tación de las políticas nacionales estratégicas; tercero, el derecho de cada 
territorio a establecer prioridades y perfiles de desarrollo propios, y cuar-
to, el apoyo de la nación a la financiación y ejecución de las prioridades 
territoriales.

6. Recoger y volver a repartir tributos y rentas 

Característica de todos los estados latinoamericanos, sean unitarios o 
federales, ha sido la concentración tributaria en el nivel central de gobier-
no. Desde los años veinte y treinta del siglo xx, los más importantes 
impuestos y tasas creadas fueron para alimentar la capacidad de la nación 
de emprender, desde el Estado central, estrategias de desarrollo del mer-
cado: construcción de puertos y carreteras, sistema bancario y de crédito, 
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empresas comerciales, productivas y de servicios, incentivos para el desa-
rrollo económico sectorial y selectivo. Gracias a la centralización de la 
fiscalidad se financió el Estado-nación latinoamericano. Los tributos te-
rritoriales quedaron rezagados ante la dinámica nacional (Eaton, 2004). 
Sin embargo, desde las décadas de los sesenta y setenta la mayoría de 
Estados combinaron un renovado interés por la financiación del desarro-
llo regional para ampliar el mercado nacional, con reformas tributarias 
para acrecentar la capacidad fiscal territorial (Aghón, 2001). Posterior-
mente, una característica distintiva de los procesos de descentralización, 
desde la década del ochenta, fue precisamente el incremento del esfuerzo 
nacional para financiar sectores de política social descentralizados, además 
de otras funciones consideradas connaturales a los niveles locales de go-
bierno. Al tiempo ha aumentado la presión para que los niveles subna-
cionales aumenten, por su parte, el esfuerzo fiscal propio. Si bien la fis-
calidad local es hoy más dinámica y contribuye a asumir las competencias 
cedidas y a costear la administración, la mayoría de los gobiernos locales 
de América Latina se mantienen con las transferencias de la nación. A 
esta situación se le conoce técnicamente como dependencia fiscal. No 
podría ser de otra manera. El atraso en los grados de desarrollo, en la 
capacidad institucional y, por tanto, en la fiscalidad, son el resultado 
producido por el Estado y el mercado de enclave en la mayoría de enti-
dades territoriales. Expresión de lo mismo es el recaudo de las principales 
fuentes fiscales por el nivel nacional. Sin duda los gobiernos locales pue-
den y deben acometer un mayor esfuerzo por incrementar sus tributos. 
Mucho hay por hacer contra la evasión y la elusión que resultan de la 
combinación entre un bajo desarrollo institucional y la fusión entre la 
clase política local con las élites económicas lugareñas.

Pero, de cara a equilibrar capacidades de desarrollo y bienestar en 
todos los territorios internos, se impone también considerar un nuevo 
pacto fiscal que distribuya mayores recursos. Incluso, tal reparto puede 
ser concebido como parte de una estrategia para ampliar capacidad fiscal 
local. En pocas palabras: Si existe dependencia fiscal es porque hay centra-
lización de la fiscalidad, y si se quiere aumentar la autonomía fiscal local se 
impone una reforma al sistema tributario que equilibre la disponibilidad de 
recursos entre niveles de gobierno.

El segundo componente que ayudó a financiar la ampliación del Es-
tado fueron grandes empresas, en general de extracción minera e hidro-
carburos, de transporte y telecomunicaciones, y del sector financiero. 
Algunas veces fueron directamente creadas por el Estado, otras naciona-
lizadas al sector privado, pero siempre se mantuvieron las principales 
rentas fiscales a cargo del Estado central. El sello inconfundible del neo-
liberalismo ha sido la privatización del máximo de activos estatales. La 
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propiedad de empresas productivas, comerciales, de servicios y financieras 
ha cambiado de manos. En algunos países se discute, e incluso se reclama 
con alevosía, el derecho territorial sobre la propiedad, el manejo, las ren-
tas y los tributos de empresas y recursos naturales estratégicos, como los 
mineros y los hidrocarburos; y mañana, con seguridad, de los recursos 
naturales esenciales para la vida como las grandes fuentes de agua y los 
bosques (Molina, 2008). A nuestro parecer, nada entraña más riesgo para 
la explosión de los Estados y alienta la confrontación interna en las na-
ciones, que arrebatar la propiedad o las rentas fiscales de los sectores es-
tratégicos al nivel central del Estado. El llamado a la autonomía tributa-
ria y estratégica posee en este caso el claro tufillo de la segregación y de la 
ruina del Estado-nación, a favor de poderosos intereses territoriales vin-
culados a las redes económicas globales manejadas por los conglomerados 
multinacionales.

Asunto diferente y no menos acuciante es discutir el uso de regalías, 
rentas e impuestos derivados de la explotación de recursos naturales no 
renovables. La mayoría de las veces tales recursos se encuentran separados 
de los centros urbanos e industriales, en regiones que reciben compensa-

El porcentaje de crecimiento se calcula en valores constantes respecto al año inicial de cada serie.
Brasil: en 1986 los ingresos territoriales propios crecieron 24% respecto a 1985, y respecto a este 
mismo año, en 2005 habían crecido 208%. Fuente: Presidencia de la República Federativa de Brasil. 
Colombia: incluye 44.7% de los municipios y el total de los departamentos. En 1988 los ingresos 
territoriales propios crecieron 7.8% respecto a 1987, y respecto a ese mismo año, en 2008 habían 
crecido 164%. Fuente: Banco de la República.
Bolivia: en 1995 los ingresos territoriales propios crecieron 35.9% respecto a 1994, y respecto a 
este mismo año, en 2008 habían crecido 189.8%. Fuente: Federación de Asociaciones Municipales 
de Bolivia. 
México: en 1990 los ingresos territoriales propios decrecieron 12% respecto a 1989, y respecto a este 
mismo año, en 2007 habían crecido 74%. Fuente: inegi, Estadísticas de finanzas públicas estatales 
y municipales.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica iv

Crecimiento de ingresos territoriales propios 
(porcentaje respecto al año inicial)
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ciones propias del Estado y el mercado de enclave. Es decir, con frecuen-
cia no incentivan la generación de sistemas económicos locales, debido a 
que no retienen excedentes económicos y tecnológicos suficientes para 
fecundar el desarrollo regional (Becker et al., 2004). Se debe explorar una 
mayor participación de los territorios en las complejas decisiones de cómo 
estimular el desarrollo sostenible cuando se depende de manera abruma-
dora de un recurso natural escaso.

7. Descentralización y soberanía ciudadana y popular

Una característica de la época es la gran desconfianza hacia la democracia 
representativa, en particular con los poderes legislativos en todos los 
ámbitos y con los partidos políticos. Es difícil no reconocer en dicho 
desprestigio la causa de la gigantesca popularidad y expectativa con los 
mecanismos de participación ciudadana y comunitaria en las políticas 
públicas (Carrión, 2003). Bien sea en la ejecución de proyectos, el control 
de la administración pública, la decisión popular en prioridades de los 
planes y presupuestos locales, y las demandas de transparencia y lucha 
contra la corrupción. Sin embargo, las prácticas participativas no son 
suficientes para reemplazar la agremiación y sentido político que ejercen 
partidos y órganos de representación. Con la intención de aumentar la 
calidad de la democracia, las prácticas representativas ganarían mucho si 
incorporaran en su ejercicio cotidiano procesos participativos. Por ejem-
plo de tres maneras: en la elaboración de programas con amplia partici-
pación de diferentes sectores, la selección de los candidatos a través de 
consultas populares y la rendición de cuentas de los representantes a sus 
bases políticas. 

En todo caso, la participación directa de millones de personas ha ga-
nado un reconocimiento propio en la medida que ha forzado buena 
parte de los procesos constituyentes en América Latina. Además, a la 
intervención directa de campesinos, trabajadores, comunidades étnicas, 
movimientos cívicos urbanos y regionales, a las mujeres y luchadores por 
los derechos humanos, se les reconoce buena parte de la extensión de la 
frontera de los derechos sociales, políticos, culturales y étnicos en las úl-
timas décadas. 

En el ámbito territorial, la experiencia más interesante de incidencia 
social en la administración pública se encuentra en los planes y presu-
puestos participativos (Sousa, 2003). De igual importancia son los man-
datos populares en tanto compromisos públicos de los candidatos con 
plataformas construidas mediante procesos de participación. La revoca-
toria de los mandatos, cuando el elegido incumple de manera flagrante 
sus compromisos, sería una consecuencia terminal de la soberanía popu-
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lar participativa en toda la cadena de la democracia representativa. Sin 
embargo, se debe admitir que esta práctica, aunque gana espacio de re-
conocimiento constitucional y legal en varios países, ha tenido muy poca 
efectividad. Mayor despliegue ha tenido la participación en el control a 
la gestión pública, cuya expresión más avanzada supera el concepto de 
control sancionatorio y se eleva al de las evaluaciones participativas ruti-
narias y estratégicas. Es decir, hacia la construcción de una ciudadanía 
activa que afecta directamente la construcción, implementación, evalua-
ción y revisión de prioridades de política y gasto público. Se trata sin duda 
de una tendencia hacia la socialización de la administración, el gasto y las 
políticas públicas, mediante la apertura de instancias de participación en 
entidades y procesos decisorios, así como con la afectación de la planeación, 
los presupuestos y proyectos específicos.

8. Lucha contra la pobreza o reducción de la inequidad 

La reducción de la pobreza y de la inequidad no son procesos equiparables 
en todos los casos (Restrepo, 2007a). La pobreza se trata como una situa-
ción, un estado de cosas, un conjunto de carencias en que a cada una se 
le establece una medida a partir de la cual se puede superar. Por eso se 
habla de línea de pobreza e índice de necesidades básicas insatisfechas. 
Una persona es miserable si dispone de menos de un dólar al día, y pobre 
si no tiene más de dos. De la misma manera, se es pobre cuando el piso 
del hogar tiene ciertas características, se carece de ciertos niveles de esco-
laridad y los ingresos alcanzan sólo para comprar una porción incomple-
ta de la canasta básica necesaria para encontrarse mínimamente nutrido.

La equidad es un término que invoca una relación entre grupos socia-
les, los cuales en virtud de características derivadas de su posición social 
unos obtienen ventajas y otros desventajas, para hacer valer sus derechos 
y gozar de oportunidades. Por ejemplo, algunos habitantes de las ciudades 
acceden con cierta facilidad a los servicios de salud, mientras para la 
mayoría de la población rural latinoamericana los centros de salud son 
inalcanzables. En las urbes, la atención de calidad se concentra también 
alrededor de los barrios de estratos altos y medios, mientras se alejan de 
los sectores marginales. Unos regímenes de salud reconocen ciertas enfer-
medades y permiten ordenar medicamentos en consecuencia, mientras 
otros restringen el derecho a contraer enfermedades relativamente comu-
nes y masivas dentro de los sectores populares. El sector informal, es 
decir, más de la mitad de los trabajadores latinoamericanos no conocen 
la seguridad en los ingresos, se les está negado un salario mínimo legal, 
no poseen contratos de trabajo, por lo que no acceden a la seguridad 
social y son presa fácil de la asistencia pública y privada clientelista. Las 
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niñas asisten menos a la escuela que los niños, cursan menos años y pa-
decen mayores grados de deserción. El crédito, incluso el manejado por 
entidades estatales, se concentra en una porción bastante pequeña de la 
población. Las condiciones de salubridad, seguridad y calidad de la in-
fraestructura son muy desiguales según el barrio en el que se vive. Sabido 
es que, a pesar de enormes esfuerzos, las mujeres sufren mayores dificul-
tades que los hombres para ascender en los cargos públicos y, además, por 
idéntico trabajo no se les reconocen similares salarios. Y así sucesivamen-
te… La inequidad se genera cuando la sociedad reproduce mecanismos 
de discriminación que terminan por negar selectivamente los derechos a 
los trabajadores, los pobres, los indios, los negros, las mujeres, los barrios 
marginales, a la población rural y analfabeta (gráficas v-viii). 

Es necesario constatar dos cosas: primero, que no toda inequidad se 
da contra los pobres, aunque es evidente que éstos sufren las mayores 
vejaciones y violencia contra sus derechos fundamentales y la dignidad 
de las personas; en segundo lugar, que no toda reducción de la pobreza 
necesariamente significa una disminución de las inequidades. Más aún, 
en muchos países de América Latina se ha reducido la pobreza al tiempo 
que aumenta la concentración del ingreso, el crédito y los privilegios 
tributarios en pequeños círculos privilegiados. La mayoría de los progra-
mas de lucha contra la pobreza, adscritos a las presidencias de las repú-
blicas, cultivan la dependencia del beneficiario respecto de los políticos y 
la burocracia que administra los programas. El beneficiario es presa fácil 
del nepotismo, la corrupción, el favoritismo y de los traficantes de la 
pobreza. En las últimas décadas, la lucha contra la pobreza ha sido un 
instrumento fundamental en la legitimación de prácticas autoritarias y el 
mesianismo (Rodríguez, 2002). Por el contrario, cuando la sociedad re-
duce brechas de inequidad fortalece los derechos de la población que 
carecía de ellos, equilibra relaciones de poder entre grupos, aumenta las 
oportunidades de autodeterminación y, por tanto, acrecienta la dignidad 
de grupos y personas. Una sociedad más equitativa construye condiciones 
de posibilidad para una mejor democracia, una mayor difusión de opor-
tunidades de participación en la definición de los fines de la política 
pública y la administración de los bienes colectivos.

Es necesario optar por la equidad, no en oposición al objetivo inapla-
zable de acabar con la pobreza, sino integrándola en una perspectiva 
hacia el alcance de la democracia social y política. Pero entonces, ¿cómo 
avanzar hacia la equidad? La ejecución de política social es un camino en 
esta marcha. Abandonar una focalización del gasto que discrimina entre 
la población igualmente vulnerada en sus derechos, que prefiere los sub-
sidios parciales, el gasto ocasional, aleatorio y supeditado a decisiones 
presas del clientelismo. Propender, por el contrario, por una cobertura 
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Gráfica vi

Brasil: pobreza y concentración del ingreso
(línea de pobreza vs. índice de Gini)

Línea de pobreza: el dato corresponde al porcentaje de la población cuyo ingreso per cápita medio 
está por debajo de la línea de pobreza. Índice de Gini visto como medida de desigualdad en los in-
gresos, donde 0% corresponde a la equidad absoluta y 100% a la inequidad absoluta. Fuentes: cepal, 
Banco Mundial.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica v
Bolivia: pobreza y concentración del ingreso

(línea de pobreza vs. índice de Gini)

Línea de pobreza: el dato corresponde al porcentaje de la población cuyo ingreso per cápita medio 
está por debajo de la línea de pobreza. Índice de Gini visto como medida de desigualdad en los in-
gresos, donde 0% corresponde a la equidad absoluta y 100% a la inequidad absoluta. Fuentes: cepal, 
Banco Mundial.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.
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Línea de pobreza: el dato corresponde al porcentaje de la población cuyo ingreso per cápita medio 
está por debajo de la línea de pobreza. Índice de Gini visto como medida de desigualdad en los in-
gresos, donde 0% corresponde a la equidad absoluta y 100% a la inequidad absoluta. Fuentes: cepal, 
Banco Mundial.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica vii

Colombia: pobreza y concentración del ingreso 
(línea de pobreza vs. índice de Gini)

Línea de pobreza: el dato corresponde al porcentaje de la población cuyo ingreso per cápita medio 
está por debajo de la línea de pobreza. Índice de Gini visto como medida de desigualdad en los in-
gresos, donde 0% corresponde a la equidad absoluta y 100% a la inequidad absoluta. Fuentes: cepal, 
Banco Mundial.
Fuente: Elaborada por Diego Acero, Universidad Nacional de Colombia.

Gráfica viii

México: pobreza y concentración del ingreso 
(línea de pobreza vs. índice de Gini)
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universal de bienes considerados mínimos para la vivencia de una ciuda-
danía social, como salud, educación, vivienda, agua potable, servicios 
públicos domiciliarios y acceso a la justicia. Para tales bienes no debieran 
existir focalizaciones discriminatorias, porque toda la población, con 
independencia de su condición, merece su goce por el solo hecho de 
nacer y vivir. Derechos que deberían ser exigibles y garantizados en cual-
quier parte del territorio nacional y mañana, cuando seamos sabios, res-
petados y tengamos garantías en todas partes de América Latina; cuando 
la focalización es una alternativa a la universalización de los derechos 
deberá ser rechazada; pero cuando la focalización es el gancho para de-
tectar, atraer y vincular a personas, comunidades y territorios hacia polí-
ticas universales, entonces debe ser apoyada. Y cuando la focalización es 
el medio para atender a personas y grupos excepcionales, que no son bien 
tratados en su necesidad y especificidad por las políticas y servicios uni-
versales, entonces enaltece los principios del humanismo (Ocampo, 2008).  

Una última advertencia, obtener los bienes y servicios mínimos puede 
que disminuya las inequidades, pero no forzosamente las acaba. Es por 
eso, una vez más, que la prioridad a los grupos más desvalidos no se 
adopta solamente por un principio de piedad, el cual es suficiente como 
razón moral y política para hacerlo, sino que se inscribe en un alegato a 
favor de sociedades más equitativas. De lo contrario, se resbala fácilmen-
te en el asistencialismo y la misericordia, prácticas que no afectan las 
condiciones que cavan el hueco por el cual se cuelan sin cesar millones 
de personas en la pobreza y la indignidad. 

9. La representación política de los territorios en la nación

Hasta ahora los procesos de descentralización política se han concentrado 
en la transformación de los sistemas electorales locales; ninguno de ellos 
ha planteado una modificación de la representación política de los terri-
torios en las instancias nacionales del Estado (Restrepo, 2006b; Rivera, 
2001). Mientras esto continúe así es improbable que se modifiquen las 
relaciones políticas que mantienen la alta concentración del gasto estatal 
y privado en pocas entidades territoriales. El Estado y el mercado depen-
diente y de enclave que caracteriza a América Latina se recrea a través del 
sistema político centralizado, el cual compendia en la ficción nacional su 
carácter mal hecho, incompleto, subordinado y carente de soberanía. La 
subordinación de la nación a las potencias externas y sus principales 
grupos económicos es la razón fundamental de la innecesaria difusión del 
desarrollo en todo el país. La dependencia externa presiona contra una 
mayor difusión del poder político en la sociedad y los territorios, a cam-
bio de alimentar la centralidad de los grupos con los cuales negocia la 
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inserción subordinada al mercado mundial. Finalmente, la centralización 
y concentración del poder económico y político nacional deviene en 
colonialismo interno, mediante el cual son sometidas millones de perso-
nas y vastos territorios. Quizás entonces el giro de la tuerca que compri-
me el desarrollo en América Latina podría revertirse interviniendo el 
mecanismo desde abajo. Es decir, logrando potenciar desarrollo y bien-
estar de manera más equitativa entre los territorios mediante la ampliación 
y el fortalecimiento del mercado interno (Becker et al., 2003). De tal ma-
nera, se podrían generar condiciones para negociar mejor inserciones 
múltiples en el mercado mundial. También quizás por esta vía empren-
damos la superación definitiva de los experimentos populistas y asisten-
ciales de derecha e izquierda. Unos y otros se legitiman en la necesidad 
de integración social y territorial negada por el capitalismo de enclave. 

Los Estados unitarios, como Colombia, Ecuador, Bolivia y Perú ven-
cieron el federalismo en el siglo xix. Las grandes formaciones nacionales, 
como México, Brasil y Argentina, llegaron a ser Estados gracias a la adop-
ción del federalismo; sin embargo, con base en el fortalecimiento del 
centro y del presidencialismo entre los siglos xix y xx se entregaron igual-
mente a la tarea de debilitar los poderes territoriales para construir el 
Estado-nación durante el siglo xx (Carmagnani, 1993). Los unos y los 
otros guardan una significativa representación de los territorios internos 
en los congresos nacionales, combinado con un principio de representa-
ción por cantidad de habitantes, que suele primar, en número, a la repre-
sentación territorial. Al final, las grandes entidades territoriales, que 
suelen ser las más desarrolladas económicamente, concentran también la 
mayor representación política (gráfica ix).

¿Tiene entonces alguna razón volver a plantear la representación po-
lítica de los territorios en la nación? Quizás adoptar un mayor equilibro 
entre representación liberal, por número de ciudadanos adultos, y por 
entidad territorial, construya una mayor equidad en las posibilidades de 
desarrollo y autonomía entre las regiones de los países. Otro llamado 
proviene de las contiendas políticas del siglo xix, aquellas que reintegraron 
la libertad a la población indígena y negra esclava, más no los derechos 
políticos de representación. Ahora, a comienzos del siglo xxi no se puede 
seguir negando la persistencia de la especificidad étnica. Más allá del folclor, 
la América india y negra demanda reconocimiento como sujetos colecti-
vos de derechos: a la propiedad comunal, a las autoridades propias, las 
lenguas, códigos de justicia, usos y costumbres, y a la existencia como 
sujetos políticos colectivos.

América Latina es una sumatoria superpuesta de relaciones sociales y 
productivas, cada una de ellas con sus agentes, instituciones, racionalida-
des y representaciones políticas. Quizás ya es hora de reconocer el mesti-
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zaje cultural y político que hemos venido a ser y, en consecuencia, atre-
verse a crear un sistema de representación que reconozca, respete y 
combine todo lo que somos. Combinar en proporciones más equilibradas, 
por tanto, derechos y representación: individual, territorial y comunitaria.
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